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sociedad

La declaración
E La Biología Celular explica
que los seres pluricelulares
se constituyen a partir de
una única célula inicial.
E Un aborto es un acto
simple y cruel de interrupción
de una vida humana.
E Una sociedad indiferente a
la matanza de cerca de
120.000 bebés al año es una
sociedad fracasada y
enferma.

El contramanifiesto
E El manifiesto es una
utilización ideológica y
partidista de la ciencia.
E La interpretación y
difusión de los datos
científicos debe estar exenta
de influencias ideológicas
o creencias religiosas.
E El momento en que puede
considerarse humano un
ser no puede establecerse
mediante criterios científicos.

La Declaración de Madrid firma-
da por 2.000 académicos, que
pretende fundamentar su recha-
zo a la reforma del aborto en
“los conocimientos más actuales
de genética, embriología y biolo-
gía celular”, no ha gustado lo
más mínimo a los principales ex-
pertos en esas disciplinas. Apre-
cian en este asunto una “crecien-
te utilización ideológica y parti-
dista de la ciencia”, y desautori-
zan a sus colegas por disfrazar
como argumentos científicos lo
que sólo puede pertenecer al
“ámbito de las creencias perso-
nales, ideológicas o religiosas”.

El contramanifiesto se titula
En contra de la utilización ideoló-
gica de los hechos científicos, y va
firmado por un premio Príncipe
de Asturias, Ginés Morata; tres
premios nacionales de investiga-
ción o medicina Jesús Ávila, Car-
los Belmonte y Carlos López
Otín; tres directores de grandes
institutos del Consejo Superior
de Investigaciones Científicas
(CSIC), Ferrando Hiraldo, Vicen-
te Larraga y Juan Lerma; el pre-
sidente de la Sociedad Española
de Neurociencias, Roberto Galle-
go, y otros siete investigadores
de prestigio.

“Consideramos importante”,
afirman estos expertos, “evitar
que se confunda a la sociedad
contaminando problemas de ca-
rácter social, y por lo tanto de
convivencia, con argumentos a
los que la ciencia no otorga legiti-
midad”. También recuerdan a
sus colegas que las leyes las
aprueba el Parlamento.

2.000 adhesiones
La Declaración de Madrid se pre-
sentó la semana pasada con las
firmas de un millar de biólogos,
pediatras, juristas, psiquiatras y
ginecólogos. Sus principales pro-
motores científicos son los cate-
dráticos Nicolás Jouve, Luis
Franco Vera y César Nombela,
que presidió el CSIC de 1996 a
2000. Jouve calcula que el mani-
fiesto ha recibido ya unas 2.000
adhesiones. “La sociedad se ha
vuelto a sensibilizar en defensa
de la vida”, ha dicho.

El Manifiesto de Madrid no va
dirigido exactamente contra la
reforma legal que se discute aho-
ra —la sustitución de una ley de
supuestos por una de plazos—,
puesto que sus autores dicen ac-
tuar “en defensa de la vida huma-
na en su etapa inicial, embriona-
ria y fetal”. Al margen de esta
cuestión, sus apelaciones a su-
puestos argumentos científicos
son permanentes.

“Existe sobrada evidencia
científica de que la vida empieza
en el momento de la fecunda-
ción”, dice el manifiesto; “los co-
nocimientos más actuales así lo
demuestran”. Uno de esos cono-

cimientos es: “La genética seña-
la que la fecundación es el mo-
mento en que se constituye la
identidad genética singular”.
Otro es: “La embriología descri-
be el desarrollo y revela cómo se
desenvuelve sin solución de con-
tinuidad”.

Pero los datos científicos dis-
ponibles sobre las etapas del de-
sarrollo embrionario “son he-
chos objetivables, cuya interpre-
tación y difusión han de estar
exentas de influencias ideológi-
cas o creencias religiosas”, les
responde la élite de esas discipli-
nas. “El momento en que puede
considerarse humano un ser no
puede establecerse mediante cri-
terios científicos; el conocimien-
to científico no puede afirmar o
negar si esas características con-

fieren al embrión la condición
de ser humano. Esto entra en el
ámbito de las creencias persona-
les, ideológicas o religiosas”.

Los catedráticos antiabortis-
tas reclaman “una correcta inter-
pretación de los datos de la cien-
cia en relación con la vida huma-
na”, y citan entre ellos: “Un abor-
to no es sólo la ‘interrupción vo-
luntaria del embarazo’, sino un
acto simple y cruel de ‘interrup-
ción de una vida humana”.

También dicen: “El aborto es
un drama con dos víctimas: una
muere y la otra sobrevive y sufre
a diario las consecuencias de
una decisión dramática e irrepa-
rable”. Y: “Una sociedad indife-
rente a la matanza de cerca de
120.000 bebés al año es una so-
ciedad fracasada y enferma”.

El contramanifiesto respon-
de: “Los científicos, como el res-
to de los ciudadanos, tenemos la
libertad de adoptar posturas per-
sonales frente a cualquier inicia-
tiva legislativa, en función de
nuestras ideas y creencias. Pero
consideramos importante evitar
que se confunda a la sociedad
contaminando problemas de ca-
rácter social con argumentos a
los que la ciencia no otorga legiti-
midad”.

Por el momento, estos deben
considerarse los “conocimientos
más actuales”.

La élite científica desautoriza
a sus colegas antiabortistas
Directores del CSIC y premios nacionales denuncian la “utilización ideológica
y partidista de la ciencia” por los impulsores de la ‘Declaración de Madrid’

E Documentos
La Declaración de Madrid
y el contramanifiesto.

El Senado italiano, en otra se-
sión agitada y surrealista,
aprobó ayer tras un mes de
debate el proyecto de ley que
regulará el testamento vital.
Los italianos podrán registrar
su voluntad sobre el fin de vi-
da, pero no les servirá de mu-
cho, puesto que la ley —que
ahora va a la Cámara baja—
estipula que “no será vincu-
lante para los médicos”.

El sainete se consumó en
la votación del artículo 4 de la
ley, que regula la duración y
validez de las Declaraciones
Anticipadas de Tratamiento,
cuando los senadores del Pue-
blo de la Libertad (PdL) apro-
baron la enmienda del demo-
cristiano Antonio Fosson que
concede al médico la última
palabra. El senador que da
nombre a la ley, Raffaele Cala-
brò, dijo que es “preciso respe-
tar la valoración del médico”,
ya que puede haber progresos
de la medicina “que se deben
tener en cuenta”.

El texto final incorpora
otra crucial restricción exigi-
da por la Iglesia, destinada a
evitar que se repitan casos co-
mo el de Eluana Englaro, la
mujer fallecida en febrero,
tras 17 años en estado vegetati-
vo. Se trata de la prohibición
de retirar la alimentación e hi-
dratación artificial a los pa-
cientes en coma irreversible.
Siguiendo la doctrina vatica-
na —na-die puede “morir de
hambre y sed”—, y desoyendo
la opinión de los científicos, la
ley las considera un “sostén vi-
tal” y no una terapia médica.

Oposición furiosa
La reacción de la oposición
fue furiosa. El senador de Ita-
lia de los Valores Felice Belisa-
rio mostró carteles con los le-
mas “Testamento ideológico”
y “Testamento bio-ilógico”. Y
Umberto Veronesi, oncólogo
de fama y miembro del Parti-
do Democrático (PD), declaró
que “la ley es anticonstitucio-
nal porque la Carta Magna
sanciona el derecho a no reci-
bir terapias. Y es inútil porque
el testamento vital nació con
un objetivo: poder rechazar la
vida artificial. En vez de tute-
lar esos derechos, se niegan.
Tendremos una ley que anula
el objetivo para el que ha naci-
do. Es absurdo”.

“Queríais que el testamen-
to fuera vinculante para abrir
la puerta a la eutanasia”, repli-
có Maurizio Gasparri, líder
del PdL. El ministro de Sani-
dad, Maurizio Sacconi, usó
otro lema episcopal: “Ya no se-
rá posible otro caso Englaro”.

Ignazio Marino, médico ca-
tólico del PD, impulsor de la
iniciativa, dijo que el texto
“despoja de sentido y da el be-
so de la muerte a la ley, que
desde hoy es oficialmente pa-
pel mojado”.

Mariano Rajoy dejó ayer en evi-
dencia lo incómodo que le resul-
ta el asunto del aborto. Los popu-
lares se oponen a la reforma, pe-
ro no quieren verse vinculados a
los grupos antiabortistas más ex-
tremos. Por eso ni Rajoy, ni Dolo-
res de Cospedal ni Soraya Sáenz
de Santamaría irán a la manifes-
tación del domingo.

Pero el líder del PP tampoco
quiere ofender a los antiabortis-
tas y a los votantes católicos más
conservadores, claves en su elec-
torado más fiel. Por eso ayer, en
Telecinco, se puso muy incómo-
do ante la pregunta sobre el abor-
to y dio una de cal y una de arena.
Primero explicó que no apoya la
reforma. “Estoy en contra y la re-
curriré al Tribunal Constitucio-
nal. Esta ley la hizo Felipe Gonzá-

lez. Y después se recurrió al Cons-
titucional [obvió que fue AP
quien lo hizo], que sentó doctri-
na. Y la norma logró un gran con-
senso. Por eso el PP no la modifi-
có en los ocho años que gobernó.
Pero ahora se pretende incluso
dejar que niñas que no pueden
tomar una copa o comprar taba-
co puedan abortar sin permiso
de sus padres”, se quejó.

Claro que cuando Ana Rosa
Quintana le preguntó por qué el
PP no irá oficialmente a la mani-
festación, Rajoy se puso nervioso
y dejó incluso varias frases sin
acabar. “Bueno, mucha gente del
PP va a ir, a nivel particular, la
gente que está más preocupada
con este asunto... es que yo no
quiero que el partido esté... cree-
mos que esta ley es un error”, sen-
tenció para evitar comprometer-
se más.

Rajoy explica su ausencia
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Italia aprueba
un testamento
vital que no
sirve de nada
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Concentración de antiabortistas ayer ante el Ministerio de Igualdad. / efe
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LA CUARTA PÁGINA OPINIÓN

Para los que estudiamos la corrup-
ción a nivel comparado, la reciente
oleada de escándalos en España no

representa ninguna sorpresa. Países como
Francia, Italia, Portugal o España llevan
años mostrando niveles de corrupción y de
calidad de gobierno más parecidos a los de
países autoritarios en vías de desarrollo
que a los propios de democracias capitalis-
tas avanzadas con décadas de pertenencia
a la OCDE. ¿Qué factores separan a es-
tos países, y en particular a España, de
las democracias libres de corrupción?

Una primera tentación que hay que
evitar es la de afirmar que la corrupción
está en “nuestra cultura”. Se trata de un
argumento peligroso e intelectualmen-
te poco satisfactorio, pero que, sin em-
bargo, goza de cierto predicamento en
algunos círculos —posiblemente los mis-
mos que afirmaban no hace tanto tiem-
po que la democracia representativa o
el capitalismo no tenían espacio en nues-
tra cultura mediterránea y/o católica.
Como un creciente número de estudios
está demostrando, la causalidad parece
ir en todo caso en la dirección opuesta:
los países desarrollan “malas” culturas
—o culturas donde predomina la descon-
fianza social— como consecuencia de
unos elevados niveles de corrupción.

Una segunda tentación a evitar es el
impulso legalista, con mucho arraigo
en España, uno de los países del mundo
con una mayor proporción de abogados
en sus administraciones. Desde la vi-
sión legalista, expuesta, por ejemplo,
por el Tribunal de Cuentas en un infor-
me sobre corrupción local, lo que expli-
caría la misma en España sería “la falta
de regulación”, que “permite un mar-
gen de discrecionalidad, no siempre
acorde con la protección del interés pú-
blico”. Pero, ¿alguien puede de veras
creer que la solución a la corrupción
local consiste en regular todas y cada
una de las actividades de estas adminis-
traciones?

Sorprende comparar la actitud de
nuestro Tribunal de Cuentas con sus
equivalentes nórdicos: en ellos, en lugar
de artículos con detallados procedi-
mientos, encontramos simplemente al-
guna presentación de powerpoint seña-
lando que el objetivo es evitar una “defi-
ciente contabilidad”, dejando discre-
ción casi absoluta a los auditores públi-
cos sobre cómo llevar a cabo su labor de
fiscalización.

Como la literatura moderna sobre
corrupción señala, las causas de la co-
rrupción no hay que buscarlas en una “ma-
la cultura” o en una regulación insuficien-
te, sino en la politización de las institucio-
nes públicas. Las administraciones más
proclives a la corrupción son aquéllas con
un mayor número de empleados públicos
que deben su cargo a un nombramiento
político. Y aquí, el contraste entre España y
los países europeos con niveles bajos de
corrupción es significativo. En una ciudad
europea de 100.000 a 500.000 habitantes
puede haber, incluyendo al alcalde, dos o
tres personas cuyo sueldo depende de que
el partido X gane las elecciones. En Espa-
ña, el partido que controla un gobierno lo-
cal puede nombrar multitud de altos car-
gos y asesores, y, a la vez, tejer una red de
agencias y fundaciones con plena discre-
ción en política de personal. En total, en
una ciudad media española puede haber
cientos de personas cuyos salarios depen-
den de que el partido X gane las elecciones.

Esto genera diversos incentivos perver-

sos para la corrupción. Los empleados pú-
blicos con un horizonte laboral limitado
por la incertidumbre de las próximas elec-
ciones son más propensos a aceptar o a
solicitar sobornos a cambio de tratos de
favor que los empleados públicos con un
contrato estable. En segundo lugar, a dife-
rencia de lo que ocurre en la mayoría del
mundo occidental, donde los políticos loca-
les están forzados a tomar decisiones junto

a funcionarios que estarían dispuestos a
denunciar cualquier sospecha de trato de
favor, en España toda la cadena de deci-
sión de una política pública está en manos
de personas que comparten un objetivo co-
mún: ganar las elecciones. Esto hace que
se toleren con más facilidad los comporta-

mientos ilícitos, y que, al haber mucho más
en juego en las elecciones, las tentaciones
para otorgar tratos de favor a cambio de
financiación ilegal para el partido sean
también más elevadas.

¿Qué podemos hacer para reducir esta
politización? La experiencia de otros paí-
ses resulta ilustrativa. Por ejemplo, entre
finales del siglo XIX y principios del XX mu-
chas ciudades de Estados Unidos presenta-

ban unos niveles de politización y corrup-
ción tan estratosféricos como los refleja-
dos en la película Gangs of New York, don-
de el gobierno de la ciudad aparece captu-
rado por redes clientelares e incluso crimi-
nales. Unos años después, la extensa politi-
zación de las administraciones locales —y,
de su mano, la corrupción— descendió de
forma drástica gracias a reformas institu-
cionales como la sustitución del tipo de go-
bierno strong-mayor (el tipo de gobierno
local que predomina en España, en el cual
un solo cargo electo, el alcalde y su mayo-
ría de gobierno, acumula mucho poder)
por el denominado city-manager. En esta
nueva forma de gobierno, los cargos elec-
tos retienen la capacidad legislativa, pero
el poder ejecutivo pasa a manos de un di-
rectivo profesional nombrado por una ma-
yoría cualificada de concejales y por un
periodo de tiempo no coincidente con el
ciclo electoral, reduciendo así el grado de
dependencia política.

Este tipo de gobierno, o variantes del
mismo, ha sido adoptado en las administra-
ciones locales de los países occidentales
que presentan menores niveles de corrup-
ción. En ellos, el partido que gana las elec-
ciones tiene las “manos atadas” a la hora
de hacer nombramientos, porque existe un
directivo profesional que gestiona la orga-
nización administrativa, o bien debe llegar
a amplios acuerdos con otras fuerzas políti-

cas, incluyendo con frecuencia a las de
la oposición, para nombrar a cargos pú-
blicos. En general, se trata de buscar
mecanismos institucionales para que
se seleccionen empleados públicos cu-
ya continuidad en el cargo dependa de
su competencia o mérito y no de su leal-
tad política.

Es importante subrayar que el nivel
de competencia de los empleados no es
sinónimo de lo que tradicionalmente se
interpreta como sistema de mérito en
España; es decir, unos funcionarios pú-
blicos seleccionados mediante oposicio-
nes y con una plaza “en propiedad” de
por vida, con independencia de su rendi-
miento. La evidencia empírica nos
muestra que no es necesario tener una
administración repleta de funcionarios
para reducir la corrupción. Por ejem-
plo, los dos países menos corruptos del
mundo en 2008, Suecia y Nueva Zelan-
da, eliminaron hace años el estatus fun-
cionarial para la gran mayoría de sus
empleados públicos, que en la actuali-
dad se rigen por la misma legislación
laboral que cualquier trabajador del sec-
tor privado.

¿Podemos aspirar en España a unas
administraciones más flexibles y eficien-
tes y, a la vez, menos corruptas? El prin-
cipal obstáculo para ello es que aquí el
debate público está atrapado entre dos
visiones antagónicas e indeseables am-
bas. Por un lado, los partidos políticos
que, amparándose en la rigidez tradicio-
nal de la administración pública, han
fomentado instituciones que permiten
una alta politización de la administra-
ción y, por tanto, generan corrupción.
Por otro, los representantes de los cuer-
pos de funcionarios que abogan por el
mantenimiento de un sistema de em-
pleados públicos inamovibles. Quien ob-
viamente paga las ineficiencias deriva-
das de la politización y de la rigidez ad-
ministrativa son los ciudadanos.

Aunque esta situación parezca irre-
versible, la experiencia de otros contex-
tos debe infundirnos optimismo. Cuan-
do activistas como Richard Childs

—hombre de negocios y promotor de un
tipo de gobierno local basado en directivos
profesionales como los existentes en el sec-
tor privado— iniciaron su improbable lu-
cha contra la politización y la corrupción
que asolaban la mayoría de niveles admi-
nistrativos en Estados Unidos hace ya más
de un siglo, se enfrentaron a redes cliente-
lares cuyo poder parecía inexpugnable. Sin
embargo, triunfaron porque fueron capa-
ces de movilizar los intereses de aquellos
que en última instancia generaban la rique-
za del país, convenciéndolos de que ésta se
estaba malgastando no con malas políticas
públicas, sino con malos políticos, o mejor
dicho, con la pervivencia de malas institu-
ciones utilizadas por los políticos para sos-
tener sus redes clientelares. ¿Podrá al-
guien en España movilizar esos intereses?

Víctor Lapuente Giné es profesor de Ciencia
Política en el Quality of Government Institute de
la Universidad de Gotemburgo (Suecia).

¿Por qué hay tanta corrupción en España?
La principal causa de los escándalos es el alto número de cargos de designación política en las instituciones
nacionales, autonómicas y locales. Son redes clientelares que viven de que su partido gane las elecciones
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En EE UU el alcalde no
puede colocar a mucha
gente. El Ayuntamiento
lo gestionan profesionales

En muchas ciudades
europeas sólo tres o cuatro
personas son nombradas
por el partido ganador


